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Resumen
En este artículo, abordamos la inclusión educativa de las personas con dis-
capacidad en el nivel superior. Partimos del supuesto de que la educación 
terciaria constituye un bien social que, al igual que otros bienes, está sujeta 
a procesos y criterios de distribución que se fundamentan en diferentes 
concepciones sobre la justicia social. En México, el tema de la inclusión 
educativa se incorpora como parte de los discursos, políticas y prácticas 
educativas hasta principios de este siglo, principalmente, como resultado 
de los avances que a nivel internacional se habían logrado en esta materia 
y también por la conformación de una demanda específica de la población 
con discapacidad. Sin embargo, las políticas educativas en nuestro país se 
han concentrado de manera fundamental en el nivel básico. Algunas uni-
versidades han venido implementando una serie de medidas para atender 
las necesidades de este sector de la población, aunque no siempre las han 
logrado integrar como parte de una política institucional. Hasta ahora, no 
existe ningún programa que favorezca la inclusión de las personas con dis-
capacidad a escala federal.
Palabras clave: inclusión educativa, educación superior, personas con discapa-
cidad, justicia social.

Abstract
In this paper, we analyze the educational inclusion process of people with disa-
bilities in higher education. We assume that tertiary education is a social good 
and, as it happens with other goods, it is subjected to distributive processes 
and criteria that are based on different theories of social justice. In Mexico, 
inclusive education became part of the discourses, policies and educational 
practices until the beginning of the 21st century, mainly, as a result of the inter-
national discussion and the increasing demands made by the disabled popula-
tion. However, educational policies in our country have focused mainly on the 
basic level. Some universities have been implementing different strategies to 
meet the needs of this sector of the population, but they have not developed 
an inclusive institutional policy yet. So far, there is not any program to foster 
the inclusion of disabled people in higher education at the federal level. 
Keywords: Inclusive education, higher education, disabled people, social justice.
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Introducción

Desde hace poco más de dos décadas, la equidad y la igualdad de oportunida-
des se han convertido en dos temas centrales para las políticas de educación 
superior en México. El acceso a los servicios educativos, como parte de los 

bienes sociales y del compromiso de los Estados nacionales, nos lleva al análisis de 
cuestiones más amplias relacionadas con la justicia social. Sin embargo, la educación 
es un bien que dista mucho de los objetos físicos que podemos acumular y su apro-
piación también difiere de la que hacemos con las propiedades materiales, de ahí 
la enorme complejidad para tratar la justicia en el ámbito educativo (Latapí, 1993). 

En la educación superior, una dificultad adicional es que, aunque se reconocen 
los efectos positivos que tiene para la movilidad social, las tasas de retorno y el 
bienestar general de las personas (Bracho, 2005), no es constitucionalmente obli-
gatoria, lo que significa que, de modo necesario, habrá personas que, aunque ten-
gan el perfil o cumplan con los requisitos institucionales, quedarán fuera de ella. 

El problema es que en México, como en muchos otros países, existen grandes 
desigualdades en las condiciones de vida de los sujetos que las instituciones edu-
cativas tienden a reproducir y, como en un círculo vicioso, se prolongan de nuevo 
como desigualdades sociales (Connell, 1997). La pobreza, el género, el lugar de 
residencia, la edad y la pertenencia a una etnia son algunas de las variables que 
han producido y reproducido la inequidad y la exclusión en la educación superior 
(Bracho, 2005). Existen, además, otros factores que inciden en esta problemática 
y cuyos efectos en la población en edad de cursar la educación superior han sido 
poco analizados, como la violencia, la migración y la discapacidad. 

En particular, las personas con discapacidad son un grupo que hasta hace al-
gunos años estuvo prácticamente excluido de la formación terciaria. Su paulatino 
ingreso a este nivel educativo fue el resultado de dos grandes fenómenos: la dis-
cusión internacional a favor de sus derechos y la ampliación de sus oportunidades 
educativas. En este artículo, hacemos un análisis del proceso que implicó la inclu-
sión de las personas con discapacidad en la educación superior en nuestro país. 
Concluimos que, a pesar de la importancia que ha cobrado este tema, es necesario 
que las instituciones hagan un mayor esfuerzo por integrar sus diferentes medidas 
y estrategias en una política institucional que contribuya a mejorar las posibilida-
des de ingreso, permanencia y egreso de este sector de la población.

Dimensiones de la exclusión educativa en el nivel superior
De acuerdo con Gairín y Suárez (2014), “la exclusión es un proceso dinámico y 
cambiante que se configura a partir de procesos sociales propios de cada época y 
contexto” (p. 37); sin embargo, la educación superior se ha caracterizado por cier-
tas prácticas que la han hecho históricamente elitista; por ejemplo, en la mayoría 
de los países, este nivel no es obligatorio, es decir, su acceso no está garantizado 
por el estado. Además, gran parte de las instituciones que la imparten son autó-
nomas, y para ingresar, los estudiantes se sujetan a determinados procedimientos 
–ya sea un examen general de conocimientos, ingreso directo por incorporación 
del bachillerato, ingreso directo por excelencia académica o por prueba de aptitud 
o talento–, los cuales, en última instancia, dependen de un conjunto de cualifica-
ciones y competencias individuales (OECD, 2003).

Por otra parte, aunque en los últimos cincuenta años los sistemas de educación 
superior han seguido patrones de crecimiento similares en diversas partes del mun-
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do y las diferencias en los niveles de escolaridad entre países desarrollados y emer-
gentes han disminuido (ONU, 2013; Schofer & Meyer, 2005), los factores y dimen-
siones que intervienen en el problema de la exclusión continúan siendo los mismos

La pobreza es hasta ahora la causa más importante del rezago y abandono de la 
educación terciaria. De entrada, las personas provenientes de hogares pobres tienen 
muy pocas posibilidades de concluir los niveles educativos previos – se estima que 
sus posibilidades de dejar la escuela son tres veces mayores que las de los jóvenes 
de sectores más favorecidos (ONU, 2013)–; esto reduce significativamente sus posi-
bilidades de llegar a la educación superior. Los efectos de la pobreza se hacen más 
grandes a medida que se avanza en el sistema educativo, por los costos directos e 
indirectos que les significan a los individuos y sus familias. Esta problemática es más 
severa en los países pobres, en donde no existen programas compensatorios o son 
insuficientes para compensar las diferencias en los ingresos familiares (OECD, 2013). 

En México, por ejemplo, se calcula que aproximadamente siete de cada cien 
jóvenes del décil I, el más pobre, asisten a la educación superior, en contraste con 
el décil más alto, en el cual la proporción es de 47 sobre 100. En otros países lati-
noamericanos se registran porcentajes similares. En Chile, 19.8% del quintil más 
pobre llega a la educación superior; en Argentina ingresa 19% y en Venezuela, 
15.6% (Brunner y Ferrada, 2011). 

El lugar de residencia es otro factor interviniente. Para los jóvenes que viven en 
comunidades de menos de 2,500 habitantes, ingresar a la educación superior significa 
abandonar sus hogares, ya que, por lo general, las instituciones están ubicadas en zo-
nas urbanas. Así, además de los gastos de colegiaturas, libros y materiales escolares, 
tienen que asumir los pagos de traslado, vivienda y alimentación. A esto se suman 
otros factores, asociados a las condiciones de marginación y pobreza en que viven las 
personas del sector rural, que acortan aún más sus oportunidades desarrollo, como 
la persistencia de estructuras patriarcales marcadas por una fuerte dominación y dis-
criminación, las responsabilidades del trabajo doméstico, el limitado acceso y la baja 
calidad de los niveles educativos previos, la violencia familiar, la maternidad joven y el 
ingreso al mercado laboral (Durston, 2001, citado por Isaac, 2014).

En América Latina, países como Chile, Colombia, Brasil y México han imple-
mentado programas de becas dirigidos a este sector de la población. No obstante, 
éstos suelen ser insuficientes, por lo que muchos jóvenes tienen que dejar tem-
poralmente sus estudios para hacerse de recursos que a la postre les permitan 
retomarlos, o bien, los abandonan de manera definitiva (Cornejo, 2013). 

Otra variable que marca diferencias en el acceso y permanencia a la educación 
superior es el género, aunque ésta es una cuestión cada vez más discutida. En 
efecto, desde finales de la década de los noventa, las diferencias en la participa-
ción de hombres y mujeres no sólo se han acortado, sino que en varios países 
la tendencia se revirtió a favor de estas últimas (Vincent-Lacrin, 2008). Mientras 
que en 1990, las proporciones estaban en 52% para los hombres y 48% para las 
mujeres, en 2000, la relación era del todo opuesta, 47% y 53%, respectivamente 
(Vincent-Lacrin, 2008). En 2015 se estimaba que los porcentajes estarían en 43% 
para los hombres y 57% para las mujeres (OECD, 2013). 

Sin embargo, análisis más minuciosos revelan la persistencia de ciertas des-
igualdades al interior de los sistemas educativos. Para empezar, la equidad de gé-
nero en la educación superior es un fenómeno comúnmente verificable en los 
países con economías desarrolladas o emergentes. En las naciones más pobres, 
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como las del África subsahariana y algunas de América del Sur, las posibilidades de 
acceso a la educación de la población femenina no sólo son más bajas que las de 
los hombres, sino que sus posibilidades de abandono son más altas y, al igual que 
sucede con otras variables como la pobreza y el lugar de residencia, este problema 
se incrementa a medida que se avanza hacia niveles educativos más altos (ONU, 
2013). Por si esto fuera poco, las tasas de retorno para las mujeres que terminan la 
educación superior suelen ser más bajas que las de los hombres; aquéllas no sólo 
tienen mayores dificultades para encontrar trabajo, sino que sus salarios tienden 
ser más bajos que los de sus colegas varones (OECD, 2013).

Por último, está la cuestión de las personas de los pueblos originarios. En mu-
chos países, la pertenencia a una etnia es un factor que se traduce en enormes 
desigualdades sociales. Para las regiones más pobres, como el África subsahariana, 
el Informe sobre la situación social elaborado por la ONU (2013) estimaba que las 
oportunidades educativas para estas personas eran de tres a cinco veces más bajas 
que las de la población en general. Para Latinoamérica, se señalaba que en los países 
con una alta proporción de indígenas, como Bolivia, Ecuador, Guatemala y Perú, esta 
población aún enfrentaba severos problemas de exclusión educativa, pero que en 
otros, como México y Chile, se habían registrado avances importantes (ONU, 2013).

No obstante, en nuestro país, las personas de los pueblos originarios continúan 
estando subrepresentadas en la educación superior. Hasta 2013, se calculaba que 
casi 1% ingresaban a este nivel educativo y menos de 0.2% lograban egresar y 
titularse (ANUIES, 2013). Por lo demás, existen otros grupos sociales que han sido 
prácticamente excluidos de la educación terciaria y sobre los que no se dispone 
de información o la que se tiene es muy escasa, como los desplazados, los rein-
sertados y la población con discapacidad. Nos detendremos en especial en estos 
últimos, dado que constituyen el objeto de estudio de nuestro trabajo.

Las personas con discapacidad no lograron constituirse como parte de la de-
manda de las instituciones de educación superior sino hasta los años noventa del 
siglo XX. En algunos países desarrollados, como el Reino Unido, Noruega, Estados 
Unidos y España, este proceso se vio favorecido por los cambios en la legislación 
educativa en general y la normativa universitaria en particular (OECD, 2003). Sin 
embargo, en los países emergentes, como Argentina, Brasil, Chile y México, los 
individuos con discapacidad tuvieron acceso a la educación superior sólo en la 
primera década del siglo XXI (Moreno, 2005). 

En un estudio realizado en quince países de África, Asia y América Latina se de-
mostró que el logro educativo de una persona adulta con discapacidad, por lo ge-
neral, es significativamente más bajo que el de una persona sin discapacidad. Las 
diferencias más grandes entre uno y otro sector de la población se encontraron 
en países como Malawi, Bangladesh, Pakistán, Brasil y Filipinas, en donde la gran 
mayoría apenas alcanza a terminar la educación básica (Mitra, Posarac & Vick, 
2011). Además, los costos directos e indirectos de la educación para una persona 
con discapacidad son muchos más altos, en ocasiones hasta tres veces más, que 
para un individuo sin discapacidad. Por si esto fuera poco, en varios países se sigue 
manteniendo el sistema de educación especial de tipo de segregativo, en lugar 
de ocupar los recursos en integrar a los niños y jóvenes al sistema regular (ONU, 
2013). Esto disminuye sus oportunidades para incorporarse a la educación secun-
daria y superior, pues los conocimientos que adquieren no les permiten competir 
con los egresados de las escuelas regulares. 
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Todo ello se refleja en diferencias importantes entre las personas con y sin dis-
capacidad que logran llegar a la educación superior. En los países de la Unión Euro-
pea se estimaba que, hasta 2011, poco menos de 24% de las personas adultas con 
alguna limitación básica (visual, auditiva, de movilidad o de comunicación) habían 
completado la educación terciaria, comparado con 40% de los adultos sin disca-
pacidad. En el caso de los adultos con un problema de salud o limitación básica de 
larga data (LHPAD, por sus siglas en inglés), la proporción era aún más baja, menos 
de 22% (EuroStat– European Comission, 2014). 

Para América Latina, no se disponen de informes que abarquen los diferentes 
países de la región, y las mediciones difieren mucho entre cada uno de ellos. En 
Argentina, por ejemplo, en 2014, el Servicio Nacional de Rehabilitación tenía regis-
tradas a 179,174 personas con discapacidad, de las cuales 3.15% tenían estudios 
superiores incompletos y 5.19, estudios superiores completos, esto sin considerar 
la edad. Para quienes estaban entre los diecinueve y veinticuatro años, la propor-
ción global de los que se encontraban cursando la educación terciaria o la acaba-
ban de terminar era de 0.6 (SNR, 2014). 

En Chile, de acuerdo con el Censo Nacional de 2012, había 2,119,316 per-
sonas con discapacidad. De ellas, 208,224 (9.8%) estaban en el nivel superior; 
29.4 habían terminado de uno a dos años de estudio; 35.2 tenían de tres a 
cuatro años; y 29.6 habían completado cinco años o más. El resto no había, 
logrado concluir ni siquiera el primer año (INE, 2012).

Brasil y México, otros dos países para los que se logró encontrar información, 
no tienen un seguimiento tan detallado. Para el primero, de acuerdo con las cifras 
del Ministerio de Educación, en 2010, había 20,287 personas con discapacidad en 
la educación superior de un total de 325,300, es decir, 6.2%. De éstas, 33.9 estaban 
inscritas en instituciones públicas y 66.1, en instituciones privadas (MEC, 2012). 

Finalmente, en nuestro país, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía cal-
culaba que, hasta 2012, había 7,751,000 personas con discapacidad, de las cuales 
5.2% habían cursado cuando menos un año de educación superior (INEGI, 2012). 
Sin embargo, a la fecha, no se cuenta con información desagregada ni por grupos 
de edad ni por número de años concluidos para la población del país.

La inclusión de las personas con discapacidad en la educación terciaria
El tema de la inclusión de las personas con discapacidad empezó a formar parte 
de la discusión internacional a partir de las conferencias mundiales de Educación 
para Todos de Jomtien (UNESCO, 1990) y sobre Necesidades Educativas Especiales 
de Salamanca (UNESCO, 1994). En la primera, el principal objetivo fue la satisfac-
ción de las necesidades básicas de aprendizaje de los niños, jóvenes y adultos, la 
universalización del acceso a la educación y el fomento a la equidad. Para lograr-
lo, el Marco de Acción proponía mejorar la calidad de la educación a través de 
estrategias eficientes y de bajo costo que permitieran solventar las necesidades 
de aprendizaje y potenciar el desarrollo genuino de las personas, en especial de 
aquellas pertenecientes a los colectivos más desfavorecidos (UNESCO, 1990). 

Más tarde, en la Conferencia Mundial de Salamanca aparecieron por primera vez 
las nociones de inclusión educativa y de necesidades educativas especiales. En el Mar-
co de Acción quedó establecido que el concepto de necesidades educativas especia-
les, aunque estaba dirigido primordialmente a los niños y jóvenes con discapacidad, 
también abarcaba a otros colectivos sociales, como los niños y jóvenes en situación de 
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calle, los de poblaciones nómadas, los pertenecientes a minorías lingüísticas, étnicas o 
culturales, los que realizaban algún tipo de trabajo remunerado o no remunerado y los 
que habitaban en zonas marginadas o desfavorecidas (UNESCO, 1994). 

En cuanto a la inclusión educativa, se aclaraba que ésta se distinguía de la in-
serción y la integración porque, en lugar de adaptar a los niños y jóvenes al am-
biente escolar, buscaba construir sistemas flexibles y diversos que respondieran a 
las diferencias individuales de los estudiantes a través de cambios cualitativos y 
cuantitativos en las instituciones (UNESCO, 1994). 

Específicamente sobre la educación superior, el documento apuntaba que 
era necesario que las legislaciones y los planes nacionales reconocieran el prin-
cipio de igualdad de oportunidades en todos los niveles educativos, incluyendo 
la formación terciaria. Asimismo, se urgía a los gobiernos a tomar las medidas 
pertinentes para alcanzar la misma política de inclusión en los jóvenes y adultos 
con necesidades educativas especiales en la educación secundaria y la superior 
(UNESCO, 1994). Se señalaba que las universidades tenían un papel fundamental 
en “la elaboración de prestaciones educativas especiales, en particular en relación 
con la investigación, la evaluación, la preparación de formadores de profesores y 
la elaboración de programas y materiales pedagógicos” (UNESCO, 1994, p. 29).

De este modo, cada vez se fue generando un mayor consenso en torno a la idea de 
que la inclusión era el mejor camino para lograr instituciones más sólidas, economías 
más estables y sociedades más justas. Sin embargo, éste no fue un proceso sencillo. 
De hecho, casi hasta finales del siglo XX, las políticas de inclusión estuvieron enfocadas 
al nivel básico, mientras que en el superior, éste no fue un tema relevante ni para la 
investigación educativa ni para los cursos de acción institucional (Hurst, 1998).

Las personas con discapacidad comenzaron a hacerse presentes en la educa-
ción terciaria fundamentalmente a partir de dos factores: el primero, la creciente 
discusión que a nivel internacional se había venido generando a favor de sus dere-
chos, desde la sociedad civil, con movimientos como la Unión de Personas Física-
mente Deficientes contra la Segregación (UPIAS, por sus siglas en inglés) o desde la 
academia, con los estudios sobre discapacidad o disability studies, y el segundo, la 
ampliación de las oportunidades educativas para este grupo poblacional.

En los países desarrollados, la demanda de las personas con discapacidad que 
querían ingresar a este nivel educativo permitió impulsar cambios en la legislación 
y las políticas públicas. En el Reino Unido, por ejemplo, a partir de 1993, los con-
sejos para el financiamiento en Inglaterra, Gales y Escocia decidieron destinar una 
partida del presupuesto para facilitar el acceso y mejorar la formación de estos 
individuos en el nivel superior (Borland & James, 1999). Posteriormente, como 
resultado de la aprobación de la Ley de Discriminación por Discapacidad en 1995, 
se hacen enmiendas a Ley de Educación Postsecundaria y Superior (FHEA, por sus 
siglas en inglés) y las universidades quedan obligadas a promocionar sus espacios 
y servicios entre los estudiantes con alguna discapacidad y con potencial para cur-
sar los estudios superiores (Borland & James, 1999).

En España ocurrió algo similar. Las personas con discapacidad llegaron a la 
educación superior hasta principios de los años noventa, lo que, en cierto modo, 
contribuyó a impulsar la Ley Orgánica de Universidades y su reestructuración seis 
años después (Ferreira, Díaz, Fernández-Cid, Villa y Gómez, 2012). En 2013, final-
mente, se aprobó la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad y 
de su Inclusión Social. Así, las instituciones de educación terciaria, poco a poco, 



7Pérez-Castro. La inclusión de las personas con discapacidad en la educación superior

Sinéctica 46 www.sinectica.iteso.mx

fueron desarrollando diversos programas y servicios para atender a este colectivo 
social y, a la par, se fue consolidando una línea de investigación sobre el tema.

En Estados Unidos, las personas con discapacidad estuvieron excluidas de la 
educación universitaria hasta principios de los años setenta. El primer cambio 
importante fue la Ley de Rehabilitación de 1973, que prohibía cualquier acto de 
discriminación por razones de discapacidad en todas las instituciones financiadas 
por el gobierno federal (Fuchs & Fuchs, 1993). En 1990, la Ley de Ciudadanos Ame-
ricanos con Discapacidad extendió esta prohibición a todos los establecimientos 
de educación superior, incluso los que no recibían financiamiento federal. Final-
mente, en 2004, se promulgó la Ley de Educación para las Personas con Discapa-
cidad, que garantiza la educación pública y gratuita para estas personas, desde la 
guardería hasta los estudios postsecundarios (Stodden, 2015).

En América Latina, la inclusión educativa tomó una ruta diferente. Algunos países 
como Chile, Costa Rica, Guatemala y Venezuela tenían leyes generales para la aten-
ción de las personas con discapacidad desde mediados de los noventa. Incluso, en 
los casos de Argentina y Brasil, existían desde la década de los ochenta. La discusión 
internacional en torno a la inclusión de las personas con discapacidad fue uno de los 
muchos factores que ayudó a captar la atención de los gobiernos en donde no había 
normativas o políticas al respecto. Entre finales del siglo XX y principios del XXI, paí-
ses como Ecuador, Panamá, Perú, República Dominicana y México promulgaron sus 
respectivas leyes generales de protección a las personas con discapacidad. 

En 2005, la UNESCO publicó el Informe sobre la educación superior en América 
Latina y el Caribe 2000-2005. En el apartado destinado a las personas con disca-
pacidad, se apuntó que, aunque las universidades y, en general, las instituciones 
de educación terciaria habían desempeñado un importante papel en la promoción 
de leyes y políticas públicas en esta materia, era necesario seguir trabajando para 
ampliar las oportunidades educativas de este colectivo social (Moreno, 2005). 
Asimismo, se destacaba el hecho de impulsar marcos legales específicos para la 
educación superior, pues, hasta ese momento, sólo Argentina, Brasil, Ecuador y 
Venezuela contaban con leyes o decretos para la inclusión de las personas con 
discapacidad en este nivel educativo (Moreno, 2005).

Finalmente, entre los principales problemas que, hasta ese momento, se enfrenta-
ban para ampliar el acceso y la permanencia de este sector de la población estaban:

•La organización de la educación básica y media superior, las cuales fun-
cionaban como una especie de tamiz para los estudiantes con discapaci-
dad, lo que reducía sus probabilidades de llegar a los estudios superiores.
•La insuficiencia de las políticas públicas para hacer cumplir los dere-
chos de las personas con discapacidad, establecidos en las convenciones 
y acuerdos internacionales y las propias legislaciones nacionales, o para 
concretar los planes y programas institucionales.
•La incidencia de las variables socioeconómicas en el acceso y la perma-
nencia de las personas con discapacidad, abonado muchas veces por la 
falta de voluntad política de las autoridades universitarias para impulsar 
cambios al interior de las instituciones.
•La permanencia de múltiples barreras de tipo pedagógico, comunica-
cional, actitudinal y arquitectónico, dentro y fuera de los establecimien-
tos de educación superior, 
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•El uso insuficiente de las tecnologías de la información y la comunica-
ción en la diversificación de la oferta institucional, como por ejemplo los 
programas a distancia que podrían ser una alternativa para ampliar las 
oportunidades de la población con discapacidad.
•La poca centralidad otorgada a las propias personas con discapacidad, a 
sus necesidades y expectativas, dada la persistencia de enfoques asisten-
cialistas o altruistas en los programas y servicios institucionales.
•El desconocimiento que, en general, se tenía del número y las condicio-
nes en que vivían las personas con discapacidad, debido a la ausencia de 
registros e información estadística (Moreno, 2005). 

Estrategias de inclusión en las instituciones educativas mexicanas
En México, la inclusión educativa de las personas con discapacidad ha sido un cam-
po poco desarrollado, tanto en las políticas públicas como en la investigación aca-
démica (Gamio, 2009). Si bien la primera escuela de educación especial se fundó 
en los albores del Estado liberal mexicano, en 1867, durante décadas, los servicios 
educativos dirigidos a este colectivo se sustentaron en modelos médico-rehabili-
tadores o normalizadores-asistencialistas (Brogna, 2009) que ofrecían muy pocas 
posibilidades para su desarrollo personal e inclusión social.

Como ya señalamos, México tuvo su Ley General para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad hasta 2005 y aunque a la fecha no existe un marco normativo para 
sancionar su ingreso y permanencia en la educación terciaria, en el capítulo III de la 
señalada ley se establece que el Estado mexicano está obligado a “… Garantizar la 
incorporación y oportuna canalización de las personas con discapacidad en todos 
los niveles del Sistema Educativo Nacional; así como verificar el cumplimiento de las 
normas para su integración educativa” (DOF, 2005, p. 12). De lo que se colige que en 
este compromiso estaría comprendida la educación superior.

Dos documentos importantes en esta materia, además de la promulgación de 
la ley de 2005, fueron el Manual para integración de las personas con discapaci-
dad en las instituciones de educación superior (ANUIES, 2002) y la Declaración de 
Yucatán sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en las Universidades 
(UNAM, 2008), que aunque no tuvieron un carácter vinculante, de alguna manera 
contribuyeron a visibilizar esta problemática.

Sin embargo, a diferencia de lo ocurrido en la educación básica, la inclusión 
de estas personas en la educación terciaria, más que obedecer a una política 
federal, ha sido un proceso incremental y un tanto desarticulado al interior y 
entre las diferentes instituciones. La mayoría de las veces como respuesta a la 
demanda estudiantil que ya se encontraba a la puerta de las universidades. “La 
realidad social –a partir de las demandas del movimiento de las personas con 
discapacidad –, la reformulación teórica del tema y la respuesta a las necesida-
des de la población con discapacidad se han desarrollado en temporalidades 
diferentes” (Brogna y Rosales, 2013, p. 16).

Además, los gobiernos federal y estatales han hecho muy pocos esfuerzos por 
sistematizar las distintos marcos normativos, planes de desarrollo y políticas públi-
cas que, de algún modo u otro, atañen a los temas de inclusión y discapacidad. Por 
su parte, las instituciones de educación superior tampoco ofrecen mucha informa-
ción sobre las medidas o acciones que llevan a cabo para favorecer el ingreso, la 
permanencia y el egreso de este grupo poblacional. 
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Hasta ahora, las principales estrategias de inclusión han estado dirigidas bási-
camente hacia los siguientes rubros:

 1) Normativa y políticas institucionales 
•Incorporación de la problemática de la discapacidad en los planes insti-
tucionales de desarrollo. 
•Elaboración de lineamientos específicos para la atención de los estudian-
tes con discapacidad o implementación de programas para la inclusión.
•Integración y apertura de unidades o departamentos de atención y ser-
vicios a los estudiantes con discapacidad.
•Firma de convenios con instancias gubernamentales, comisiones de de-
rechos humanos, otras instituciones de educación superior y asociacio-
nes de la sociedad civil.

2) Apoyos académicos y económicos
•Desarrollo de intervenciones psicológicas, de aprendizaje o de habi-
lidades sociales.
•Adecuaciones a las actividades o prácticas de las asignaturas y seminarios.
•Implementación de grupos de apoyo académico con estudiantes de se-
mestres más avanzados o prestadores de servicio social.
•Oferta de programas educativos en línea para estudiantes con dis-
capacidad.
•Otorgamiento de becas a los estudiantes con discapacidad.

3) Accesibilidad física y de información.
•Adecuaciones arquitectónicas de los espacios institucionales (rampas, 
senderos, regularización de banquetas, designación de cajones de esta-
cionamiento y sanitarios para personas con discapacidad, instalación de 
elevadores y barandas). 
•Emisión de manuales y lineamientos de arquitectura incluyente.
•Diseño de mapas de desplazamiento para las personas con discapacidad.
•Instalación de señalética en relieve, visual o en braille. 
•Cambios de aulas para aquellos grupos o cursos a los que asisten estu-
diantes con discapacidad.
•Captura digital, auditiva o en braille de la información de bibliotecas y 
centros de documentación.

4) Otras medidas y servicios
•Oferta de programas de posgrado, diplomados y cursos de formación 
continua sobre inclusión educativa y atención de las personas con dis-
capacidad a profesores y público en general.
•Elaboración de censos sobre la población estudiantil con discapacidad.
•Bolsa de trabajo universitaria para las personas con discapacidad.
•Organización de actividades académicas sobre inclusión educativa 
y otros temas relacionados con la atención a las personas con disca-
pacidad.
•Cápsulas informativas y campañas de sensibilización sobre la discapaci-
dad y la inclusión educativa.
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•Difusión de los temas de inclusión y discapacidad en medios impresos 
y electrónicos.
•Asistentes para la lectura del examen de admisión o impresión en braille.

Las medidas de inclusión educativa que llevan a cabo las instituciones de edu-
cación superior en México son bastante diversas y, como hemos dicho, muy 
pocas tienen información más o menos sistematizada. Nos dimos a la tarea 
de realizar un rastreo, entre documentos impresos y en línea, para conocer 
qué era lo que se estaba haciendo en esta materia. Esta revisión es producto 
de una investigación más amplia que se está desarrollando en el Instituto de 
Investigaciones sobre la Universidad y la Educación, cuyo objetivo es analizar 
las posibilidades y limitaciones que las personas con discapacidad tienen para 
ingresar, permanecer y egresar de la educación superior. Encontramos que 
sólo nueve de las 43 universidades públicas que hay en el país, entre estatales 
y federales, tienen algún registro sobre sus estrategias de inclusión educativa, 
más otras dos instituciones pertenecientes al sector privado.

En el rubro de normativa y políticas, sólo cuatro incluyen explícitamente el 
tema de la inclusión de las personas con discapacidad en sus planes de desarrollo: 
la Universidad Autónoma del Estado de Morelos (UAEM), la Universidad Autóno-
ma de Tamaulipas (UAT), la Universidad de Guadalajara (UdeG) y la Universidad 
Nacional Autónoma de México (UNAM). En esta última, además, desde 2003 se 
aprobaron los Lineamientos para la atención con calidad a las personas con capa-
cidades diferentes (“personas con capacidades diferentes” era la denominación 
utilizada en ese momento. Sin embargo, desde 2006, en la Convención y el Pro-
tocolo Facultativo de las Naciones Unidas quedó establecida la de “personas con 
discapacidad”). Posteriormente, comenzaron a operar el Comité de Atención a las 
Personas con Discapacidad y la Unidad de Atención a Personas con Discapacidad.

Otras instituciones han creado unidades o programas específicos para atender 
a este sector de la población estudiantil, como la Universidad Autónoma de Baja 
California (UABC), la Universidad Autónoma de Nuevo León (UANL), la Universidad 
Iberoamericana (UIA), la Universidad Veracruzana (UV), el Instituto Tecnológico Au-
tónomo de Estudios Superiores de Monterrey (ITESM), la UAEM, la UAT y la UdeG.

En general, las medidas de apoyo académico y económico son las menos 
consolidadas en todas las universidades. Sólo la UAT y la UdeG han diseñado un 
programa de becas para los estudiantes con discapacidad. Mientras que en la 
Universidad Juárez Autónoma de Tabasco (UJAT) se implementa un programa de 
asesorías para tareas y actividades académicas a cargo de estudiantes de los se-
mestre avanzados. Por su parte, la UdeG y la Universidad Autónoma de Yucatán 
(UADY) ofrecen programas de formación en línea para esta población, la primera a 
nivel licenciatura y la segunda en el medio superior. 

En cuanto a la accesibilidad, todas las instituciones aquí consideradas han reali-
zado algún tipo de adecuación arquitectónica. De hecho, este es el rubro que más 
acciones registra, lo cual, muy probablemente, obedece al cumplimiento de la Ley 
General de las Personas con Discapacidad, que obliga a todos los establecimientos 
públicos y privados a proveer el libre desplazamiento de esta población, en condi-
ciones seguras y dignas (DOF, 2005). 

No obstante, algunas universidades han logrado concretar otro tipo de medi-
das, ya sea remediales, para responder a las necesidades más inmediatas de los 
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estudiantes con discapacidad, o de fondo, para disponer de una normativa que 
les permita regular los posibles ajustes y la construcción de nuevas instalaciones.

En el ITESM, por ejemplo, está el programa Profísico, que se encarga del acceso 
a los elevadores, apoya en los trámites para los cambios de salón y ha diseñado 
un mapa de desplazamiento y evacuación para los alumnos con discapacidad. La 
UNAM, por su parte, mantiene un convenio de colaboración con Libre Acceso, AC, 
así como un seminario de diseño y arquitectura incluyente. 

En la UAEM se cuenta con dos programas especiales: uno dirigido a la accesibili-
dad física, el Programa de Adecuaciones Arquitectónicas de Acceso y Permanencia 
a las Instalaciones Universitarias, y otro para la accesibilidad de los documentos, 
el Programa de Adecuaciones de Acceso a la Información en las Bibliotecas y Cen-
tros de Investigación Documental. Además, desde hace algunos años, se emitió el 
Manual azul de arquitectura incluyente.

En el último rubro de otras medidas y servicios, encontramos acciones muy 
diversas. Todas las instituciones han organizado actividades académicos, entre 
congresos, jornadas, talleres, cursos y cine-debates sobre inclusión educativa o 
discapacidad. Igualmente, todas ellas poseen algún tipo de información estadísti-
ca sobre los estudiantes con discapacidad como parte de su base de datos general. 
No obstante, sólo la UAEM y la UNAM han llevado a cabo estudios o censos espe-
cíficos sobre la población estudiantil con discapacidad. 

Con el objetivo de apoyar a los alumnos con discapacidad visual, la UJAT tiene 
el servicio de asistentes para la lectura del examen y la UAEM, a la par de los asis-
tentes, ha emitido una versión en braille de la prueba de admisión.

En cuanto a los diplomados y cursos de formación continua, también las once 
instituciones los han ofrecido en diferentes modalidades, tanto para sus profe-
sores como para el público en general. La UAEM tiene, además, la maestría en 
Atención a la Diversidad y Educación Inclusiva. 

Finalmente, para favorecer la inserción al mercado de trabajo, la UABC y la 
UADY han organizado cursos y talleres para los estudiantes y personas con dis-
capacidad, mientras que en el ITESM, desde el año pasado, viene operando el 
Programa de Inclusión Laboral. 

Consideraciones finales
La inclusión es un tema que poco a poco se ha ido colocando en la agenda de las 
políticas públicas en educación superior. Después del acelerado crecimiento de los sis-
temas educativos a partir de la segunda mitad del siglo XX (Schofer & Meyer, 2005), la 
discusión comienza a centrarse en la cuestión de la equidad y la inclusión de aquellos 
colectivos sociales que han estado subrepresentados o excluidos en forma sistemática 
de la formación terciaria, como los pobres, las mujeres, las personas de los pueblos 
originarios y, más recientemente, las personas con discapacidad (UNESCO, 2009). 

En México, la inclusión de esta población en la educación terciaria ha sido un 
proceso largo y complejo en el cual, al igual que ocurrió con otros sistemas edu-
cativos, intervinieron diversos factores estructurales, como las reformas a la le-
gislación pública y la incorporación de la perspectiva de inclusión en los niveles 
educativos previos, e individuales, como la creciente movilización y visibilidad que 
han adquirido las personas con discapacidad.

Todo ello permitió ir conformando una demanda que obligó a los estableci-
mientos a desarrollar diversas estrategias para atender a este sector de la pobla-
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ción estudiantil. Sin embargo, hasta ahora, no se ha diseñado ninguna política 
o programa federal para este nivel educativo, como ocurre con otros grupos en 
situación de vulnerabilidad, como los estudiantes en situación de pobreza, para 
quienes está el Programa Nacional de Becas para la Educación Superior, ahora 
Becas de Manutención, o los pertenecientes a los pueblos originarios, que tienen 
el Programa de Apoyo a Estudiantes Indígenas en Instituciones de Educación Su-
perior (PAEIIES). Políticas que si bien no resuelven una problemática tan compleja 
y de larga data como la exclusión educativa, de alguna manera, promueven y legi-
timan la ampliación de las oportunidades a estos colectivos sociales. 

Las universidades mexicanas, por su parte, tampoco han logrado consolidar 
una política inclusiva de carácter institucional. La mayoría de las medidas imple-
mentadas hasta ahora han sido de manera incremental. Las acciones más frecuen-
tes se encuentran en los ámbitos de la accesibilidad física –instalación de rampas, 
designación de cajones de estacionamiento y sanitarios, regularización de ban-
quetas, instalación de señalética y cambios de aulas para los estudiantes con dis-
capacidad– y de los servicios generales –organización de actividades académicos, 
campañas de sensibilización y oferta de cursos de formación continua, diplomados 
y posgrados –, pero son muy pocas las instituciones que han logrado concretar 
cambios en sus políticas y normativa, y menos aun las que las han operacionaliza-
do en apoyos académicos o económicos para los alumnos con discapacidad.

Por otra parte, resulta muy difícil hacer un seguimiento o evaluación del impac-
to que dichas medidas han tenido en la trayectoria de estos estudiantes o en la 
ampliación de sus oportunidades educativas, pues son contadas las universidades, 
públicas o privadas, que ofrecen información sobre el tema. Incluso, aquellas que 
tienen departamentos o unidades de atención para la población con discapacidad 
disponen de muy pocos datos para hacer análisis más detallados y rigurosos. Esto 
también origina que se dupliquen los esfuerzos o que se generen vacíos sobre las 
necesidades de estos alumnos, ya que, en ocasiones, la propia comunidad insti-
tucional desconoce lo que se está efectuando en los departamentos o facultades 
ajenos al de su adscripción.

Sin embargo, este no es un problema exclusivo de México; en otras inves-
tigaciones ya se ha señalado la falta de información y retroalimentación entre 
los involucrados (directores, jefes de departamento, profesores y estudiantes) 
como un obstáculo para el éxito de las estrategias de inclusión (Ferrandis, Grau 
y Fortes, 2009; OECD, 2011).

Además, la inclusión en el nivel superior es todavía un tema emergente en el 
campo educativo y, en general, hay muy poco trabajo sobre los obstáculos que 
enfrentan los jóvenes con diferentes tipos de discapacidad, y los que existen 
usualmente se centran en determinados programas o modalidades educativas 
(Fairweather & Shaver, 1990; López, 2013; Sachs & Schreuer, 2011). Todo esto se 
concreta en prácticas y estrategias poco favorables para la construcción de insti-
tuciones incluyentes. 

Incluir a un estudiante con discapacidad no sólo significa asignarle una ma-
trícula o darle un espacio donde pueda tomar sus clases, sino poner en marcha 
una serie de apoyos y servicios académicos, económicos, materiales, tecnológicos, 
psicológicos y de autogestión que le permitan integrarse de manera plena a la vida 
escolar (Fuller, Bradley & Healey, 2004; Getzel, 2008), situación para la que muy 
pocas universidades se encuentran preparadas. 
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Hasta ahora, aunque ha habido avances y cada vez hay un mayor reconoci-
miento de las ventajas sociales que representa contar con instituciones inclusivas, 
hace falta mucho para superar las contradicciones que aquejan a la educación su-
perior, no sólo en el tema de la discapacidad, sino también de otros colectivos en 
situación de vulnerabilidad y con mayor riesgo de marginalidad y exclusión (Gairín 
y Suárez, 2014).
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